
Por otra parte, la polarización política venezolana obliga a plantear el tema del
financiamiento a un nivel más básico que lo que ocurre en otros países. No se trata
ya del financiamiento de una actividad política más o menos apacible o que trans-
curre por los cauces conocidos, sino de grandes eventos de masas, las marchas,
organizadas por el gobierno y la oposición, y que en el primer caso consumen in-
gentes recursos públicos en transporte y provisión alimenticia y bonificaciones
monetarias de los contingentes humanos que llegan de la provincia, o aparatos
oficialistas de formación cívica que parecen más bien otro disfraz del partido de go-
bierno, o el desarrollo frente a los medios privados, predominantemente oposi-
cionistas, de toda una red de medios alternativos, todo ello pese a la norma
constitucional que prohíbe el financiamiento público. A su vez, los medios privados
se han metido en serios problemas porque su orientación anti-Chávez los ha lleva-
do a otorgar propaganda gratuita a los factores políticos de oposición en circuns-
tancias críticas de rebelión y paro, violando, según el gobierno, las restricciones
impositivas a las donaciones.

En todos los informes nacionales se confirman de una manera u otra los
siguientes asertos:

(i) Las pocas grandes contribuciones predominan sobre las muchas peque-
ñas. Lo ilustran los casos colombiano y boliviano, de los cuales tenemos
más datos. En las elecciones presidenciales de 1997, en Bolivia, los parti-
dos recabaron los aportes que no suplía el financiamiento estatal mediante
simpatizantes e intermediarios de empresas, las cuales lógicamente hacen
contribuciones significativas; para las elecciones legislativas los candidatos
tienen que aportar de sus propios bolsillos cantidades que van de los US $
20.000 a los US $ 40.000.

(ii) Los grandes donantes apuestan por todos, pero por unos más que otros.
Es expresivo el informe de De la Calle, según el cual en Colombia (en las
elecciones del 2002) tal aporte forma el 25% de los gastos reportados en
la campaña de Álvaro Uribe; el 11% para Horacio Serpa y el 15% para
Noemí Sanín. Continúa señalando que dos grandes grupos económicos
contribuyeron a las tres campañas más grandes. El “Grupo Santodomingo”
donó exactamente la misma suma a Álvaro Uribe (elegido presidente)  y a
Horacio Serpa (segundo en votos): Col $502 millones (US $300.000) y Col
$ 100 millones (US $40.000) a Noemí Sanín, tercera en votación. El “Gru-
po Antioqueño”,  aportó sumas casi iguales a las dos primeras campañas:
Col $ 477 y 453 millones (US $190.000 y $180.000) respectivamente y
Col $290 millones a Sanín. Por su parte, los otros dos grupos económicos
que, conjuntamente con los dos anteriores, integran el cuarteto más sólido
de la economía colombiana, hicieron aportes  al ganador Álvaro Uribe: el
“Grupo Luis Carlos Sarmiento” dio Col $400 millones (US $160.000) y el
“Grupo Ardila Lule” Col $255 millones (US $100.000). Una Fundación
perteneciente a otro importante grupo empresarial donó Col $ 413
millones (US$165.000) a Álvaro Uribe y Col $ 51 millones (US $20.400)
a Noemí Sanín.

(iii) El desideratum de las pocas pero muchas contribuciones parece que sólo
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se da respecto de candidaturas cuestionadoras o marginales que producen
una gran movilización contra el sistema establecido. Así, en Colombia la
campaña de Luis Eduardo Garzón, de la izquierda, costó Col $1187 mi-
llones (US $480.000) y recibió una sola donación en dinero de una
Fundación, además de Col $370 millones de miembros del movimiento
(US$148.000) y Col $ 634 millones (US $250.000) en especie.

En Venezuela, la carencia de información no obsta a señalar que se confirma
el fenómeno de los aportes distribuidos a los candidatos con mayor probabilidad
de victoria. Así, en la campaña presidencial de 1998, los grandes donantes aposta-
ron primero a Irene Sáez, de COPEI, para luego ellos y los medios trasladar el
péndulo de los fondos hacia los dos finalistas, Chávez y Salas Römer. Aunque este
último obtuviera más, Chávez pudo darse el lujo de convocar a sus partidarios para
recolectar los cuatro millones de bolívares de una multa que le impuso el CNE en
la campaña del 2002. La suma resulta pequeña en términos de US $ (poco menos
de 6000), pero es una buena pista sobre gran parte del financiamiento chavista,
aunque nos sea desconocido en detalle.

La contribución de funcionarios elegidos a la maquinaria del partido entregan-
do, en forma más o menos voluntaria, cierta proporción de su dieta, no es discu-
tida en los materiales utilizados, y sólo de pasada se mencionan las deducciones de
nómina de otros funcionarios. Esta omisión puede querer decir que se da por
sentado el fenómeno o, que en el caso de los funcionarios, tiende a desaparecer. Si
fuera así, constituiría un éxito a ser apuntado al haber del financiamiento estatal
puesto que, como en Bolivia, este posible efecto ha sido alegado para implantarlo.
Probablemente esta conclusión sea excesivamente optimista y se requiera más in-
vestigación sobre el tema. Sin embargo, hay que señalar con alarma que en Vene-
zuela, pese a las disposiciones constitucionales, son insistentes las informaciones y
rumores sobre la generalización de la práctica de exigir a los funcionarios su contri-
bución al proceso revolucionario que el gobierno de ese país dice estar realizando.
Por ejemplo, a mediados del 2002 la prensa informó que a notarios y registradores
se les habría obligado a depositar en una cuenta del MVR el 15% de su sueldo ‘en
favor de la revolución’, y a los jefes de servicio y asistentes de los registradores apor-
tar el 10% de su salario

Una pregunta de la más alta importancia es la que interroga sobre la recipro-
cidad que generan las donaciones privadas una vez que los favorecidos por ellas
alcanzan el poder. No parece que sea simplemente obtener acceso al poder. En
cuanto a decisiones de inversión, condonación o cancelación de deudas estatales
habría que añadir, a juzgar por el caso venezolano, también jugosas contrataciones
o créditos blandos para auxiliar a empresas en precaria situación financiera, pero
una cosa son estos “favores” y otra el secuestro de políticas públicas, respecto de la
cual no hay que caer en una visión reduccionista de la política como determinada
por el financiamiento privado. Los decisores políticos, una vez elegidos, a  menudo
se desembarazan de lo que  parecería atarlos de manera definitiva. No hay que
olvidar que, por más ayuda de sectores poderosos que hayan recibido, se deben
ante todo a un electorado más amplio cuya causa siempre pueden enarbolar contra
quienes los han favorecido financieramente. Es frecuente, así, el caso del político
“desagradecido” que se vuelve contra sus  promotores.
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De todas maneras el caso del financiamiento por empresarios de los medios,
sobre todo televisivos, tiene importantes diferencias respecto del que dan otros
sectores económicos. Efectivamente, ellos no desarrollan su actividad fuera del foco
de la atención pública sino que, por el contrario, están inmersos allí. Es irresistible,
por consiguiente, la tentación de convertirse en factores de influencia política por-
que, además, cuentan con medios de represalia que no tienen otros empresarios.
Al mismo tiempo, sin embargo, el caso de Fujimori y el de Chávez, así como el del
régimen militar de Velasco Alvarado en el Perú, revelan los límites de esa influencia.

Los países de la subregión andina han sido objeto de la acción de las fundacio-
nes políticas extranjeras, sobre todo las alemanas, y significativamente los ordena-
mientos de Bolivia y Perú permiten expresamente las contribuciones foráneas en
asistencia técnica, capacitación e investigación, pero aparte de este aspecto relativa-
mente inocuo, estos países cuentan con grandes recursos naturales, especialmente
mineros y energéticos, que han atraído inversiones extranjeras. Sería de extrañar
que de ellas no provinieran intentos de influencia política a través del financia-
miento, o no fueran susceptibles a peticiones por parte de eventuales beneficiarios
nacionales, que bordean la extorsión o la traspasan. En el Perú se reporta la inter-
vención del magnate George Soros y en Venezuela se llegó a intentar un antejuicio
de mérito contra el Presidente Hugo Chávez Frías por haber supuestamente solici-
tado  la dirección de su campaña a las empresas con presencia en el país y, entre
ellas, al grupo Banco Bilbao Vizcaya, que contribuyeron a sufragar los gastos de la
campaña de 1999. Esta entidad habría girado US $ 1,5 millones a través de un
paraíso fiscal. El Tribunal Supremo desestimó el caso, pero lo interesante fue el
alegato de la violación de normas sobre financiamiento establecidas en la Ley
Orgánica del Sufragio y Participación Política, según las cuales es delito que los
candidatos no declaren los fondos recaudados para una campaña electoral. Igual-
mente, causó escándalo la revelación de que en las elecciones de 1999 la compañía
japonesa Kobe Steel habría contribuido a la campaña de los dos principales rivales
de Chávez. El caso no pudo continuar en el Japón porque un funcionario de la
misma compañía destruyó la evidencia. Independientemente de la veracidad judi-
cial, estos hechos sugieren dos hipótesis: 1) que la solicitud de fondos se hace a
todas las empresas y no sólo a las nacionales y 2) que las empresas extranjeras son
vulnerables a aparecer como poco cooperativas y tratan de proteger sus inversiones
a través de riesgosas operaciones de financiamiento.

IV. Consideraciones finales: los controles del financiamiento político
en la práctica y las perspectivas de reforma

El material proporcionado por los investigadores locales es rico en información
sobre  los controles del financiamiento partidista y electoral en la práctica, y de él
se deducen importantes sugerencias para la reforma de los SFP. Para aprovecharlo
al máximo hemos elaborado la Tabla 5, donde, además, consideramos el papel de
la sociedad civil.

Aparentemente la información resulta desalentadora. Encontramos constantes
a lo largo de la subregión que alimentan tal juicio. En todos los SFP considerados
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se constata que los organismos de control carecen del suficiente financiamiento -
salvo el caso del Ecuador- para el ejercicio de sus atribuciones sobre el amplio
rango de sujetos bajo control, o de los adecuados recursos técnicos y de  personal.
El control se concentra sobre los recursos públicos y descuida lo que tiene más gra-
vitación sobre el rumbo de la política, que es el financiamiento privado (un sesgo,
por cierto, que también se da en la literatura analítica), los entes fiscalizadores están
partidizados, la rendición de cuentas y la divulgación son insuficientes y en la
mayor parte de los sistemas considerados la cultura política no es activa respecto
del tema del financiamiento.

No obstante, creemos que se puede sostener con fundamento una visión más
equilibrada. A pesar de todas sus insuficiencias y limitaciones, los países de la re-
gión han ido acumulando una  experiencia institucional que suministra lecciones
aprovechables para la reforma. Con todas sus fallas, el financiamiento público y el
control han presionado a los partidos políticos a establecer prácticas administrativas
más gerenciales y, aunque sea escaso, no se trata de un logro menor. Además,
nuevos actores políticos han surgido y se han interesado por el tema del finan-
ciamiento, creando un incipiente sistema de control social que puede llegar a ser
muy efectivo: es lo que llamaríamos la promesa de la sociedad civil, y por eso he-
mos querido incorporar este factor a la Tabla 5. 

En todos los países de la región la sociedad está en ebullición. Aun sus formas
subversivas contienen un potencial constructivo que hay que saber canalizar. La
misma legislación ha contribuido a la activación social. Se comprueba en Colombia
y Ecuador, donde el financiamiento público va más allá de las formaciones propia-
mente partidistas. El papel de los medios de comunicación no sólo tiene aspectos
negativos sobre la política, sino también positivos, por el espacio que concede a la
actividad e informaciones de las ONGs, en forma tal que no se puede hacer caso
omiso de su labor fiscalizadora. Estas organizaciones desempeñan y desempeñarán
un papel importante  al cubrir las fallas de información de los entes públicos sobre
todo en cuanto a financiamiento privado e, incluso, gastos mediáticos de las fuerzas
políticas.

Los datos recabados y la elaboración conceptual sobre ellos permiten alcanzar
algunas orientaciones que nos parecen útiles sobre los rumbos de la reforma. En
este sentido, como el financiamiento público y el control del financiamiento político
persiguen, además de objetivos de equidad, democratización y modernización,
también la prevención y el combate contra la corrupción, debemos tener en cuenta
los aspectos establecidos por la teoría de la corrupción en relación con las políticas
públicas que buscan enfrentarla.

1º La lucha contra la corrupción es una actividad que consume recursos es-
casos, es decir, de un alto costo de oportunidad. Por lo tanto es imposible
eliminar completamente el fenómeno en el financiamiento político. La
lección a sacar de aquí es, entre otras, que es necesario definir y precisar el
nivel que se quiere alcanzar en la dotación técnica y financiera de los orga-
nismos de control. Este se encuentra en una escala que no es el máximo
posible, pero tampoco el pobre equipamiento actual.
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2º La desregulación es preferible a una regulación excesiva pero irrealista. Sin
embargo, la desregulación no es el ideal en este campo, ya que conduce al
control de los partidos por una serie de fuerzas indeseables financieras,
mediáticas e incluso delictivas. Sin embargo, la regulación requiere un fine
tuning que no se practica. Este afinamiento incluiría que la legislación y
reglamentación deben estar adaptadas a la realidad de los partidos y
movimientos políticos, y no una copia servil de la que es apropiada para
los entes que forman parte del aparato estatal. La normativa sobre finan-
ciamiento debe además optimizar objetivos difíciles de conciliar: no propi-
ciar una excesiva fragmentación política, pero tampoco bloquear a fuerzas
renovadoras; el control debe contar con sistemas de información gerencial,
pero no gastar en información cuya utilidad y uso no están garantizados.
Esta consideración nos obliga a plantear nuevamente el caso venezolano.
Independientemente de la grave crisis política que atraviesa esa nación y
lo problemático de querer desterrar el financiamiento público, no pensa-
mos, tampoco, que el sistema sea a priori rechazable. Bajo condiciones de
mayor autenticidad constitucional, los venezolanos podrían desarrollar un
modelo alternativo en que el ahorro del financiamiento público permita
una concentración más eficaz en el control del gasto electoral y político, sus
topes y límites.

3º Es preferible establecer sanciones no tan severas pero de alta probabilidad
de aplicación a sanciones severas pero de baja probabilidad de aplicación.
Una pregunta de la más alta importancia es la que interroga sobre la reci-
procidad que generan las donaciones privadas una vez que los favorecidos
por ellas alcanzan el poder. No parece que sea simplemente obtener acceso
al poder. A lo señalado respecto de Centroamérica en cuanto a decisiones
de inversión, condonación o cancelación de deudas estatales habría que
añadir, a juzgar por el caso venezolano, también jugosas contrataciones o
créditos blandos para auxiliar a empresas en precaria situación financiera,
pero una cosa son estos “favores” y otra el secuestro de políticas públicas,
de lo cual, reiteramos, hay razones para dudar.

En la práctica en los países andinos:

� Existen muy pocas regulaciones al financiamiento privado y diversos gra-
dos de generosidad en la provisión de fondos públicos. En el caso
venezolano la diferencia es que se hace abiertamente en contra de la
Constitución.

� No hay muchos controles del financiamiento político, ni es mucha su
aplicación.

� A menudo los controles de diferentes órganos se superponen ineficazmente
entre sí.

� El financiamiento se verifica al margen de los organismos partidarios.
� Existe cierta debilidad de los controles parlamentarios y de prensa, pero en

la región hay que anotar la incidencia cada vez mayor de la sociedad civil.
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Podemos convenir, además, que la tendencia a la reforma tiene como objetivos
centrales:       

1. Reducir la influencia del dinero mediante el acortamiento de las campañas
y establecer topes de gastos.

2. Mejorar la orientación y uso del financiamiento.
3. Disminuir el tráfico de influencias.
4. Fortalecer la  publicidad, divulgación y transparencia.
5. Promover la competencia equitativa.
6. Fortalecer los órganos de control.
7. Hacer más eficaz el sistema de sanciones.

Pero sobre todo no hay que perder de vista la convergencia entre ética y polí-
tica. A menudo los SFP parecen estar primariamente basados en una cierta debi-
lidad ética que se pretende sustituir con aparatos burocráticos o intervención
estatal. Se parte del supuesto de  que si no se establecen subvenciones, los partidos
caerán a merced de la corrupción y el delito. Mientras ello tenga un alto grado de
probabilidad será muy poco lo que se pueda lograr, porque cualquier sistema estará
minado en su base, que es el talante ético de los individuos que lo componen. Este
talante ético tiene diversos ingredientes: uno de  ellos es  la integridad moral y otro
una disposición de servicio y de rendición de cuentas.
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